
 

     
                                                                          

                        
 

SIGCMA 

Número Único  050016000000201900806-00 
Ubicación  32158 – 23  
Condenado LUIS FERNANDO BETANCOURT OTALVARO 
C.C # 98668045 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 6 de marzo de 2023, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de apelación contra la providencia 99 del 
TRES (3) de FEBRERO de DOS MIL VEINTITRES (2023) por el término de cuatro 
(4) días para que presente la sustentación respectiva, de conformidad a lo 
dispuesto en el Art. 194 inciso 1° del C.P.P. Vence el 9 de marzo de 2023. 
 

Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación 
del recurso. 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
 

 

 
 
 
 
 
Número Único  050016000000201900806-00 
Ubicación  32158 
Condenado LUIS FERNANDO BETANCOURT OTALVARO 
C.C # 98668045 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 10 de Marzo de 2023, se corre traslado por el término común de 
cuatro (4) días, a los no recurrentes, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 194 
inciso 1° del C.P.P. Vence el 15 de Marzo de 2023. 

 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó  escrito. 
 
 
 

 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
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\ Condenada: LUIS FERNANDO BETANCUR OTALVARO

Cárcel: Complejo Carcelario y Penitenciario de Bogotá "COMEB La Picota"
Delito: Concierto para delinquir agravado y otros (Ley 906 de 2004)
Decisión: niega libertad condicional
Interíocutorio No. 99

República de Colombia

Rama Judicial del Poder Público

Juzgado Veintitrés (23) de Ejecución de Penas y
Medidas de Seguridad de Bogotá

Bogotá D. C., febrero tres (03) de dos mil veintitrés (2023)

ASUNTO A TRATAR

Se resuelve la solicitud de libertad condicional del sentenciado LUIS FERNANDO BETANCUR

OTALVARO, con base en la documentación aportada por el complejo Penitenciario y Carcelario de
Bogotá "COMEB la Picota.

ANTECEDENTES

LUIS FERNANDO BETANCUR OTALVARO, fue condenado por el Juzgado Segundo Penal del
Circuito especializado de Medellín, mediante sentencia adiada el trece (13) de septiembre de dos
mildiecinueve (2019), a la pena principal de noventa (90) meses de prisión y multa de 1.463 SMLMV;
a las penas accesorias de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el
mismo lapso de la pena de prisión, como responsable de las conductas punibles de concierto para
delinquir agravado por darse con fines de desplazamiento forzado, tráfico de estupefacientes,
extorsión y homicidio en calidad de cabecilla, en concurso material heterogéneo con Fabricación,
tráfico o porte o tenencia de armas, municiones (art. 365 C.P.) y Fabricación, tráfico o porte o
tenencia de armas, municiones de uso restringido de uso privativo de las fuerzas armadas o
explosivos (art. 366 del C.P.), negándole el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución
de la pena y la prisión domiciliaria.

Como consecuencia de la Investigación y posterior sentencia LUIS FERNANDO BETANCUR
OTALVARO, se encuentra privado de la libertad desde el 1° de julio de 2019.

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

Corresponde a este Despacho entrar a emitir pronunciamiento sobre el beneficio de la libertad
condicional a favor de LUIS FERNANDO BETANCUR OTALVARO el que se abordará por
favorabilidad con base en las disposiciones legales contenidas en el artículo 30 de la ley 1709 de
2014, el cual establece:

"Artículo 30. Modificase el artículo 64 de la Ley 599 de 2000 el cual quedará así:

Artículo 64. Libertad Condicional. El juez, previa valoración de la conducta punible, concederá
la libertad condicional a la persona condenada a pena privativa de la libertad cuando haya
cumplido con los siguientes requisitos:

1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena.

2. Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario
en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar
la ejecución de !a pena.

3. Que demuestre arraigo familiar y social.

Corresponde al juez competente para conceder la libertad condicional establecer, con todos los
elementos de prueba allegados a la actuación, la existencia o inexistencia del arraigo.

En todo caso su concesión estará supeditada a la reparación a la víctima o al aseguramiento
del pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago,
salvo que se demuestre insolvencia del condenado.

El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como periodo de prueba"

Como quiera que el artículo 64 del Código Penal, actualmente establece que tendrá derecho al
beneficio de la libertad condicional el condenado que haya cumplido las tres quintas partes de la pena
(3/5), al realizar la operación matemática respectiva, con la pena en definitiva impuesta al sentenciado
en el presente caso, esto es, (90) meses de prisión, se establece que el aquí condenado debe cumplir
un término de CINCUENTAY CUATRO (54) MESES para gozar del mencionado beneficio.
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LUIS FERNANDO BETANCUR OTALVARO, ha estado privado de la libertad por cuenta de las
presentes diligencias desde el 01 de julio de 2019, lo que indica que a la fecha tiene un total de
descuento físico de la pena de (43) MESES y (2) DIAS, adicíonalmente, se advierte quealsentenciado
se le ha reconocido por concepto de redención de pena los siguientes valores conforme el cuadro que
se relaciona a continuación:

No. Juzgado Fecha No. Auto Tiempo

1 J23 EPMS de Bogotá 09/oct/2020 1356 90 días

2. J23 EPMS de Bogotá 01/¡un¡o2021 728 92.5 días

3. J23 EPMS de Bogotá 07/dic/2021 1894 68 días

4. J23 EPMS de Bogotá 04/mar/2022 198 37 días

5 J23 EPMS de Bogotá 26/¡uI/2022 853 37 días

6. J23 EPMS de Bogotá 26/ago/2022 1002 36.5 dias

7 J23 EPMS de Bogotá 15/nov/2022 1451 38 días

8. J23 EPMS de Bogotá 13/dic/2022 1547 12.5 dias

TOTAL 411.5 días (13 meses y 21.5 días)

Si se efectúa el cómputo del tiempo que el condenado lleva efectivamente privado de la libertad a la
fecha, más la redención de pena reconocida se tiene un tiempo de CINCUENTA YSEIS (56) MESES
Y VEITITRES PUNTO CINCO (23.5) DIAS, es decir cumpla las 3/5 partes de la pena.

/
Se allegó conla^solicitud de libertad, concepto favorable expedido por el centro carcelario 4774 del 17 de
noviembre de 2022 y cartilla biográfica actualizada, requisitos de procedibilidad para entrar a analizar el
sustituto.

Sin embargo debe advertirse que respecto de algunos delitos no solo basta con el cumplimiento del
requisito objetivo establecido en la legislación para la obtención del beneficio de la libertad condicional
sino que debe analizarse en cada caso concreto, las exclusiones en particular.

Al respecto, tenemos que la Ley 1121 de 2016 en su artículo 26, establece:

"ARTÍCULO 26. EXCLUSIÓN DE BENEFICIOS Y SUBROGADOS. Cuando se trate de delitos de
terrorismo, financiación de terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos, no
procederán las rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión, ni se concederán subrogados
penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución
condicional o suspensión condicional de ejecución de la pena, o libertad condicional. Tampoco a la
prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar ningún otro beneficio o subrogado
legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de
Procedimiento Penal, siempre que esta sea eficaz.".

Lo anterior para precisar que existe expresa prohibición legal para el otorgamiento del beneficio de la
libertad condicional a quien haya sido condenado por un delito de extorsión a partir de la vigencia de
la Ley 1121 del 29 de diciembre de 2006, prohibición vigente para la época de los hechos por los que
fue condenado LUIS FERNANDO BETAIMCOURT (enero de 2012 a julio de 2019) y actualmente
aplicable, es aquí donde debemos resaltar que el delito de concierto para delinquir agravado que fue
enrostrado en el presente asunto se tipifica en el artículo 340 inciso 2 y 3 del Código Penal, conforme
se plasma en la sentencia eyectada

De oonfomiÍGad con e! acta de prcacucrdo presentada por la Fiscab'a General de
la Níi-ción, se tiene qué, desde enero del año '20\2 hasta el 1" de iulio de 2019 en
los barrios El Mesa, Niquia Camacol, Niquia píirte baja, Prado, Andalucía, Parque
de Bello, Buenos Aires, El Tapón y Manehcstcr del municipio de DcUo, Antioquia,
el señor Luis Fernando Betancur Ótalvoro conocido como elias "Piolo", se
concertó con Jorge de. Jesús Vallejo Alarcón alias "Vallejo", Luis Rodrigo
Rodrigues Rodn'gue^ alias 'El Montañero", Jony Estebím Pardo Vargas alias
"t^co o Crazv'", Eligió j-Vrícy Pcr<^ P<jñ;i alias "Malacate", Jhon Alexander Paniagua
Londoño alias "Jakía", Yhon Edinwí>ii Montoya Tapias alias 'E! Tigre y otros
integranies de la organización delincuencia! denominada "EL MESA", a fm de
eorneter condurtás punibles taJes como OeHplaiUjmíentos Forzados, Tráfico de
Sustancias Eslupefacienies, E.\íoreione« y Homiddios, teniendo el rol de
eabcciila o jefe, ejerciendo funciones úc coordinación en el cobit) de exigencias
ccorióiníe-as Üegaies a los conjercianies y al transporte público, al igual que
ejereía el conírol sobre el expendio de estupefacientes en los sectores donde tiene
injerencia la organizíidon delictiva. Teniendo como propósito esta asociación

'Vi-
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Es decir la conducta por la que fue condenado BETANCOURT OTALVARO se tipifica conforme el
articulo 340 incido 2 y 3 por delitos cometidos conexos con la extorsión, los cuales se ejecutaron en
vigencia de la ley 1121 de 2006, existiendo expresa prohibición legal para el otorgamiento del
beneficio de la libertad condicional a esta conducta prohibición esta que se encuentra vigente.

Bajo los anteriores planteamientos se NIEGA a LUÍS FERNANDO BETANCUR OTALVARO la
LIBERTAD CONDICIONAL, establecida en el artículo 64 del Código Penal, ordenándose en
consecuencia que permanezca privado de su libertad para el cumplimiento de la pena.

OTRAS DETERIWIMACIONES, 1- OFICIAR al complejo carcelario solicitando allegar certificados de
computo que registre el precitado desde noviembre de 2022 a la fecha

En mérito de lo expuesto el JUZGADO VEINTITRES (23) DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS
DE SEGURIDAD DE BOGOTA D.C.,

RESUELVE:

PRIMERO.-. NEGAR al sentenciado LUIS FERNANDO BETANCUR OTALVARO. la libertad
condicional, conforme a las razones expuestas en la parte motiva.

TERCERO: RECONOCER que LUIS FERNANDO BETANCUR OTALVARO, lleva efectivamente
privado de la libertad, a la fecha, más la redención de pena reconocida, un tiempo de CINCUENTA
Y SEIS (56) MESES Y VEITITRES PUNTO CINCO (23.5) DIAS.

CUARTO: DAR CUMPLIMIENTO al acápite de otras determinaciones y REMITIR a la Dirección del
ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIOY CARCELARIO LA PICOTA copia de la presente decisión.

En contra de la presente decisión proceden los recursos de ley.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ui'i jiéi'VíCíC- ''¿i' "

Nc' •'qúynnrí;';*-r'-^'- ^

'¿ 8 fíIB ¿fin O0 - OG2

Uanterioiprutfi^iíiiJs
StCRETAP"*.'
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Es decir la conducta por la que fue condenado BETANCOURT OTALVARO se tipifica conforme el
articulo 340 incido 2y3 por delitos cornetidos conexos con la extorsión, los cuales se ejecutaron en
vigencia de la ley 1121 de 2006, existiendo expresa prohibición legal para el otorgamiento del
beneficio de la libertad condicional a esta conducta prohibición esta C|ue se encuentra vigente.

Bajo los anteriores planteamientos se NIEGA a LUIS FERNANDO BETANCUR OTALVARO la
LIBERTAD CONDICIONAL, establecida en el artículo 64 del Código Penal, ordenándose! en
consecuencia que permanezca privado de su libertad para el cumplimiento de la pena. ¡

OTRAS DETERMIIWACIONES, 1- OFICIAR al complejo carcelario solicitando allegar certificadcis de
computo que registre el precitado desde noviembre de 2022 a la fecha

En mérito de lo expuesto el JUZGADO VEINTITRES (23) DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS
DE SEGURIDAD DE BOGOTA D.C..

RESUELVE:
I

PRIMERO.-. NEGAR al sentenciado LUIS FERNANDO BETANCUR OTALVARO. la libertad
condicional, conforme a las razones expuestas en la parte motiva.

TERCERO: RECONOCER que LUIS FERNANDO BETANCUR OTALVARO, lleva efectivamente
privado de la libertad, a la fecha, más la redención de pena reconocida, un tiempo de CINCUENTA
YSEIS(56) MESES YVEITtTRES PUNTO CINCO (23.5) DIAS. 1

CUARTO: DAR CUMPLIMIENTO al acápite de otras determinaciones y REMITIR a la Dirección ,del
ESTABLECIIVllENTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO LA PICOTA copiade la presente decisión.

I

En contra de la presente decisión proceden los recursos de ley. |

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

EL RITOO-BEGAD

JUEZ

•íim- '-•í-j'Vi''.

, II i . -t." . • 1

cA 5"^ •

informándc^l

de

El Moíificado.

E!(!a) Sscr5tario(a)

•TV
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FIRMA S ptTíOo'̂ '/^
\j ^

TD:

MARQUE CON UNA X POR FAVOR

RECIBE COPIA DEL AUTO NOTIFICADO

SI NO

HUELLA DACTILAR:
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Bogotá DC, 22 de febrero de 2023 

 

 

Señores: 

JUEZ VEINTITRES (23) DE EJECUCION DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTA 

DC 

E.S.D 

 

REFERENCIA: Radicado 050016000000201900806 NI 

32158 seguido en contra del señor LUIS FERNANDO 

BETANCOURT OTALVARO. 

 

FRANCIA GUERRERO BENAVIDEZ, mayor y de esta 

vecindad, identificada como aparece al pie de mi 

correspondiente firma, abogada en ejercicio, en mi condición 

de apoderada del señor LUIS FERNANDO BETANCOURT 

OTALVARO dentro del radicado de la referencia, por medio 

de este escrito solicito muy respetuosamente que 

INTERPONGO RECURSO DE APELACIÓN en contra del 

Auto de fecha 03 de febrero de 2023 mediante el cual se niega 

el beneficio de Libertad Condicional.  

Es de aclarar que en notificación personal de la suscrita de 

este mismo auto en ventanilla del Centro de Servicios de los 

Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Bogotá, igualmente interpuse el referido recurso. 

Sin otro particular 

Atentamente, 
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FRANCIA PAULINA GUERRERO BENAVIDEZ 

C. C 59.834.650 de Pasto 

T. P 108.294 C.S de la J 

Calle 17 No. 5 – 21 Oficina 201 - Bogotá DC 

Celular: 3138317757 

Correo electrónico franciaguerrerob@yahoo.com 

 

mailto:franciaguerrerob@yahoo.com
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Bogotá DC, 01 de marzo de 2023 

 

 

Señor: 

JUEZ VEINTITRES (23) DE EJECUCION DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTA DC 

E.S.D 

 

 

REFERENCIA: Radicado 050016000000201900806 NI 32158 

seguido en contra de LUIS FERNANDO BETANCOURT 

OTALVARO 

 

SUSTENTACION DEL RECURSO DE APELACION 

 

 

FRANCIA GUERRERO BENAVIDEZ, mayor y de esta 

vecindad, identificada como aparece al pie de mi 

correspondiente firma, abogada en ejercicio, en mi condición de 

apoderada del señor LUIS FERNANDO BETANCOURT 

OTALVARO quien funge como condenado dentro del proceso 

de la referencia, por medio de este escrito y encontrándome 

dentro del término legal me permito SUSTENTAR EL 

RECURSO DE  APELACION que interpuso la suscrita contra la 

Providencia de fecha 03 de Febrero de 2023 proferida por su 
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Despacho y en la cual se niega la LIBERTAD CONDICIONAL 

que fuera deprecada a favor del condenado, en orden a 

solicitarle a la Segunda Instancia que al momento de estudiar 

los fundamentos de hecho y de derecho que se plasman a 

continuación, se sirva revocar la decisión de primera instancia y 

en su lugar se otorgue el beneficio deprecado a favor del 

procesado, ordenando su inmediata libertad.  

 

HECHOS JURIDICAMENTE RELEVANTES 

Como es de su conocimiento el señor LUIS FERNANDO 

BETANCOURT OTALVARO  fue condenado por el Juzgado 

Segundo Penal Especializado con Funciones de Conocimiento 

del Circuito de Medellín – Antioquia, el día 13 de septiembre de 

2019, a la pena principal de 90 meses de prisión y multa de 

1.463 SMLMV o lo que es lo mismo 7 años y 5 meses, como 

autor penalmente responsable de los punibles de concierto para 

delinquir agravado por darse con fines de desplazamiento 

forzado, tráfico de estupefacientes, extorsión y homicidio en 

calidad de cabecilla, en concurso material heterogéneo con 

Fabricación, tráfico o porte o tenencia de armas, partes o 

municiones contemplada en el artículo 365 del C. Penal, verbo 

rector “tener en un lugar” en concurso con Fabricación, tráfico o 

porte de armas, municiones de uso restringido, uso privativo de 

las fuerzas armadas o Explosivos, establecida en el artículo 366 

Ibidem, sentencia que resulto luego de haber suscrito un 

preacuerdo con la Fiscalía General de la Nación y que fuera 

avalado por el Juez de Conocimiento. 

De la misma manera se le sentenció a la pena accesoria de 

inhabilitación de derechos y funciones públicas por un período 

igual al de la pena principal y se le negó los mecanismos 
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sustitutivos de la pena privativa de la libertad, amén de que 

igualmente se le condena a la pena accesoria de privación del 

derecho a la tenencia y porte de armas de fuego por el término 

de 42 meses, la cual se hará efectiva una vez el sentenciado 

recobre su libertad. 

 

LA PROVIDENCIA RECURRIDA 

El día 03 de febrero de 2023 su Despacho negó la libertad 

condicional al condenado BETANCOURT OTALVARO 

argumentando que el artículo 26 de la ley 1121 de 2016 

establece la exclusión de beneficios y subrogados “cuando se 

trate de delitos de terrorismo, financiación de terrorismo, 

secuestro extorsivo, extorsión y conexos”  (negrilla incluida) 

y a su turno dice que la conducta por la cual fue condenado mi 

representado se tipifica conforme al artículo 340 inciso 2 y 3 por 

delitos cometidos conexos con la extorsión, los cuales se 

llevaron a cabo en vigencia de la ley 1121 de 2006. 

 

FUNDAMENTOS DE INCONFORMIDAD 

El artículo 64 del Código Penal modificado a su vez por el 

artículo 30 de la ley 1709 de 2014, establece que “el juez previa 

valoración de la conducta punible, concederá la libertad 

condicional a la persona condenada a pena privativa de la 

libertad cuando haya cumplido con los siguientes requisitos: 

(…)”  

Pues bien, para el caso que nos ocupa esos requisitos 

contemplados en los numerales 1, 2 y 3 del citado artículo se 

cumplen a cabalidad por parte de mi representado, tal como la 
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misma decisión objeto de este recurso lo reconoce, así para el 

primer punto, el sentenciado completa al momento 56 meses y 

23.5 días de privación efectiva de la libertad, superando así la 

expectativa de las 3/5 partes que la ley exige; frente al segundo 

punto, se tiene que de los documentos allegados a la actuación 

se comprueba que la conducta del condenado al interior del sitio 

de reclusión es calificada como ejemplar y buena sumado a que 

la resolución No. 4774 de fecha 17 de noviembre de 2022 

emitida por el director del COMEB refiere un concepto favorable 

para la libertad condicional y por último, el punto tercero que 

establece que se demuestre la existencia de arraigo familiar y 

social el cual se encuentra plenamente acreditado dentro de las 

diligencias. 

Satisfechas así todas y cada una de las exigencias de carácter 

objetivo que plantea la normatividad en cita, tenemos que la 

negativa a conceder el beneficio de libertad condicional en este 

caso, se debe al análisis que hace el juzgado de la ley 1121 de 

2006 y de la conducta punible por la cual fue sentenciado el 

procesado, circunstancia de la que disentimos en tanto la 

concesión del beneficio no puede depender únicamente de esta 

apreciación en vista de que el hacerlo desdibuja totalmente la 

figura de la resocialización al interior del penal pues el artículo 4 

del Código Penal establece que “la pena cumplirá las funciones 

de prevención general, retribución justa, prevención especial, 

reinserción social y protección al condenado.  

La prevención especial y la reinserción social operan en el 

momento de la ejecución de la pena de prisión”  

Así las cosas y para el caso en comento tenemos que si bien se 

lesionaron bienes jurídicos protegidos por el derecho penal 

situación que desde luego produjo una lesividad en la sociedad, 



5 
 

no es menos cierto que el ahora condenado ha cumplido y está 

cumpliendo de manera óptima con su compromiso de 

resocialización en el sitito donde se halla recluido, eso de 

demuestra clara y fehacientemente con los certificados 

expedidos por el Centro Penitenciario en los cuales consta que 

la conducta de BETANCOURT OTALVARO es buena y 

ejemplar sumada a la resolución favorable No 4774 del 17 de 

noviembre de 2022 que conceptúa de manera positiva para que 

se otorgue libertad condicional, situación está que proviene de 

un buen comportamiento del penado pues de lo contrario este 

documento se hubiese presentado de manera negativa.  

Aunado a lo anterior no debemos perder de vista que el 

procesado LUIS FERNANDO BETANCOURT OTALVARO en 

el trascurso de la actuación colaboro eficazmente con la justicia,  

no solo por la aceptación de culpabilidad que evito un desgaste 

de la Administración imprimiendo un trámite de celeridad, tal 

como se consigna en el acta de preacuerdo que fuera suscrita 

por el encartado con la Agencia Fiscal y que posteriormente 

fuera avalada por el Juez de Conocimiento que profirió el fallo 

de Primera Instancia.  

Todo ello Señor Juez es señal inequívoca de la voluntad que 

siempre le ha asistido a mi patrocinado para ubicarse en el 

campo del arrepentimiento por los actos cometidos de cara a 

una resocialización plena con la comunidad, situación que se 

afianza con los certificados de redención de pena que en tal 

sentido se han aportado al plenario y allegados por el Centro 

Penitenciario.  

Ahora bien, la H. Corte Suprema de Justicia en pronunciamiento 

STP 15806-2019 radicado 107644 de fecha 19 de noviembre de 

2019 ha sido explicita en afirmar que “contemplada la conducta 
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punible en su integridad, según lo declarado por el juez que 

profiere la sentencia condenatoria, este es solo uno de los 

distintos factores que debe tener en cuenta el Juez de ejecución 

de penas para decidir sobre la libertad condicional, pues este 

dato debe armonizarse con el comportamiento del procesado en 

prisión y los demás elementos útiles que permitan analizar la 

necesidad la necesidad de continuar con la ejecución de la pena 

privativa de la libertad, como bien lo es, por ejemplo, la 

participación del condenado en las actividades programadas en 

la estrategia de readaptación social en el proceso de 

resocialización. 

Por tanto, la sola alusión a una de las facetas de la conducta 

punible, esto es, en el caso concreto, solo al bien jurídico, no 

puede tenerse, bajo ninguna circunstancia, como motivación 

suficiente para negar la concesión del subrogado penal 

Esto, por supuesto, no significa que el juez de ejecución de 

penas no pueda referirse a la lesividad de la conducta punible 

para valorarla, sino que no puede quedarse allí. Debe, por el 

contrario, realizar el análisis completo”. 

De esta manera, en la providencia de fecha 03 de febrero 2022 

que niega el beneficio de Libertad Condicional al señor LUIS 

FERNANDO BETANCOURT OTALVARO se argumenta que el 

actuar delictivo de este se halla enmarcado en la prohibición 

establecida en la ley 1121 de 2006, donde se refiere al delito de 

extorsión y conexos, pero como conducta autónoma, situación 

que para este caso no ocurre, pues mi representado no se halla 

condenado por este punible de manera individual sino por el 

delito de concierto para delinquir, incisos 2 y 3 que claramente 

NO se contempla en la ley 1121 de 2006, pues la teleología de 

esta normatividad se enmarca en el hecho de restringir 
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beneficios para conductas que se consideran más 

trascendentales respecto del grado de afectación del bien 

jurídico conforme al principio de lesividad, pero dentro de la cual 

no se configura el delito de concierto para delinquir que se 

contempla en el artículo 340 del Código Penal pues el mismo 

refiere a la reunión de varias personas para cometer conductas 

delictuales diversas, punible por  la cual se encuentra 

condenado mi representado, esto es, por la pertenencia a un 

grupo de individuos que previo acuerdo de voluntades se aliaron 

para cometer delitos varios e indeterminados que según dice la 

sentencia condenatoria, se llevaron a cabo en el norte del área 

metropolitana del valle de Aburrá, siendo entonces el punible de 

concierto para delinquir un reato que afecta de por sí un bien 

jurídico impersonal y abstracto que para este caso es la 

seguridad pública. 

Esta es la apreciación que se debe considerar de entrada para 

tener en cuenta que no es dable negar la libertad condicional a 

mi representado con base en lo estipulado por la ley 1121 de 

2006 que no contempla el concierto para delinquir en su 

finalidad restrictiva amen de que habla del delito de extorsión 

pero como conducta autónoma, como ya se mencionó pues la 

modalidad, lesividad y comportamiento en uno y otro punible es 

bien distinto y por la misma razón no conceder el beneficio 

solicitado en este caso, resulta atentatorio del principio de 

legalidad.  

Ahora bien, de otro lado y ateniéndonos a la Providencia que se 
impugna,  tengamos en cuenta que la decisión adoptada por el 
Juzgado 23 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 
Bogotá vulneró el derecho fundamental del debido proceso, 
atentando por ende contra el derecho de la libertad y la igualdad, 
en lo que se conoce como un defecto factico o material por 
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ausencia de aplicación de un criterio de ponderación de las 
decisiones en el ajuste del caso a las normativas 
constitucionales, es decir que lo decidido en realidad de ajustar 
a la garantía de derechos constitucionales, sustantivos, en 
contra de criterios objetivos limitativos y lesivos de dichos 
derechos, siendo llamados por el rigorismo que se exige, a 
aplicar la excepción de inconstitucionalidad, referente a la 
norma que trajeron en análisis, esto es el artículo 26 de la Ley 
1121 de 2006, norma obsoleta y lesiva de derechos, no hacerlo, 
no aplicar la excepción de inconstitucionalidad a que como 
jueces, estaban llamados a observar, hace que  sus decisiones 
quebranten en debido proceso como derecho fundamental 
central y sus componentes en los derechos de libertad e 
igualdad. 

Jurisprudencialmente se ha dicho que: 
 
 “el legislador no está facultado para prever, bajo el simple 
capricho o la arbitrariedad, las ritualidades procesales: …. no 
puede desconocer las garantías fundamentales, y debe 
proceder de acuerdo con criterios de proporcionalidad y 
razonabilidad, a fin de asegurar el ejercicio pleno del derecho 
de acceso a la administración de una justicia recta. Por ello las 
leyes que establecen procedimientos deben propender por el 
hacer efectivos los derechos de defensa, de contradicción, de 
imparcialidad del juez, de primacía de lo substancial sobre lo 
adjetivo o procedimental, de juez natural, de publicidad de las 
actuaciones y los otros que conforman la noción de debido 
proceso”. (sentencia No. T-327 de 1994 – Corte Constitucional) 
 
En Colombia existe un derecho de carácter sustancial, y por 
ende de corte fundamental, que obra en favor de las personas 
que se encuentran condenadas y privadas de la libertad, 
denominado libertad condicional, entendido como una medida 
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que se aplica a personas con pena de prisión para recobrar 
su libertad antes del cumplimiento total de la pena que impuso 
un juez mediante sentencia y previo; el fin último de este 
derecho es la posibilidad que tiene un condenado de terminar 
de cumplir su pena privativa de libertad, fuera de la cárcel, 
gozando de una libertad relativa, controlada, para ir 
adaptándose a la vida extra- carcelaria paulatinamente, e 
intentar reinsertarse en la sociedad. 
 
Para acceder a la libertad condicional es necesario haber 
cumplido una determinada parte de la pena, así como acreditar 
otras circunstancias tales como el buen comportamiento y no 
tener asuntos judiciales en marcha, requisitos estos analizados 
en precedencia.  
 
Esta normativa  y la garantía a la libertad en ella contenida, es 
aplicable a todos los condenados a penas privativas de la 
libertad, y en su contexto actual, en pleno año 2023, debe 
garantizar su aplicabilidad sin importar el delito y la gravedad del 
mismo, tal como incluso las legislaciones modernas 
internacionales lo traen, como es el caso de la Legislación 
Chilena, que concede este beneficio, incluso en condenas por 
delitos considerados ampliamente graves(1), en Colombia, 
arcaicamente, ello no ocurre, y  lo que hace es gestar un 
problema jurídico, cuando lo que se debe tener es una visión 
                                                           
1 Artículo 3 de la Ley 321 de 1925, actualizada por el artículo 1 de la ley 2124 de 2019 y 
el artículo 7 de la Ley 21523 de 2022 –“ … las personas condenadas por los delitos de 

parricidio, femicidio, homicidio simple, homicidio calificado, robo con homicidio, violación 
con homicidio, violación, infanticidio, y por los delitos contemplados en el número 2° del 
artículo 365 bis y en los artículos 363, 365 bis, 366 incisos primero y segundo, 366 bis, 
367, 367 ter, 367 quáter, 367 septies, 411 quáter, 436 y 440, todos del Código Penal, 
homicidio de miembros de las policías, de integrantes del Cuerpo de Bomberos de Chile y 
de Gendarmería de Chile, en ejercicio de sus funciones, y el de elaboración o tráfico de 
estupefacientes, sólo podrán postular a este beneficio cuando hubieren cumplido dos 
tercios de la pena.” 
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cosmopolita de una justicia humana que realce el valor del 
derecho sustantivo y en concepto de justicia, reconozca que se 
falló por parte del Juez de Primera Instancia, al alejar su sus 
pronunciamientos, el control de constitucionalidad que debían 
abrigar los mismos, y la excepción de inconstitucionalidad que 
a través de este recurso solicitamos que se aplique pues en la 
decisión de libertad condicional, se encuentran aspectos que 
quebrantan el derecho fundamental del debido proceso y de 
paso el derecho fundamental de libertad y la igualdad, medida 
en la posibilidad de acceso de dicho beneficio a todos los 
condenados, pues se incumplió en la adopción de las 
decisiones, con el ejercicio de control de legalidad constitucional 
que sobre las mismas debe hacerse, pues cuando se adopta 
una decisión es deber del juez determinar que la misma se 
encuentre ajustada a la Constitución Política, que no se infrinjan 
normas que regulan bajo la óptica de un derecho humano, justo 
y sustantivo, la protección derechos humanos y el respeto a los 
tratados internacionales sobre dicha temática incorporados bajo 
el Bloque de Constitucionalidad; esa ausencia implica el 
quebrantamiento del Debido Proceso bajo la argumentación que 
desarrollaremos a continuación: 
 
La Ley 1121 del año 2006 y en especial su artículo 26 
constituyen una norma que tiene aproximadamente 17 años, 
que tuvo unos fines supremamente restrictivos, y que buscaba 
disuadir a las personas, para que así  no se adentraran a ese 
tipo de conductas, restrictividad esta que es de corte objetivo, 
pues nunca permite examinar el fin de la sanción, dentro del 
criterio de la resocialización, el buen comportamiento, las 
oportunidades de estudio y trabajo que en los centros de 
reclusión se presentan, la formalización de un arraigo, así se 
esté en privación de la libertad, aspectos de los cuales se hace 
avance en esas 3/5 partes de privación de la libertad que se 
deben haber cumplido para otorgarse la libertad condicional, en 
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un facilismo judicial, se dejan de lado y como lo indicamos, se 
van a lo meramente objetivo, amparados en una legalidad que 
actualmente en nuestros tiempos no está en consonancia con 
los criterios de justicia, equidad, menos lesividad, y más 
protección al derecho sustantivo y a la persona misma que se 
afecta por la normativa penal, viendo lesionados derechos como 
el de la igualdad, la libertad, y en especial el debido proceso, 
motor fundamental, de origen constitucional, pues estamos ante 
una decisión legal, que es netamente injusta e inconstitucional, 
en la que el juez de primera instancia debió hacer reparos, 
fundamentados en el proceso de adecuación constitucional de 
la decisión y la aplicabilidad rigurosa dentro de la excepción de 
inconstitucionalidad por ser el artículo 26 de la ley 1121 de 2006 
hoy en día, luego de casi dos décadas de su expedición, 
contrario a la constitución y lesionante de derechos, 
reconocidos incluso en tratados y convenios internacionales que 
deben ser de imperativo reconocimiento tras ser parte de la 
normativa que se debe aplicar bajo la teoría del Bloque de 
Constitucionalidad, debieron por ende apartarse de la aplicación 
del artículo 26 en comento, y proceder a conceder el derecho y 
beneficio de Libertad Condicional. 
 
Se tiene que, en nuestra nación existe un modelo mixto de 
control judicial de la constitucionalidad. Por una parte, es 
concentrado y abstracto en cabeza de la Corte Constitucional y 
residualmente en el Consejo de Estado, entonces la excepción 
de inconstitucionalidad permite dejar sin efecto una norma 
jurídica frente a un caso en concreto cuando esta sea contraria 
a las normas constitucionales, para así darle cumplimiento al 
principio de supremacía constitucional y aquí lo interesante 
puede ser solicitada a petición de parte o aplicada de oficio por 
el juez que conoce del caso, y eso es lo que debió ocurrir frente 
a la decision que se ataca vía excepcional, el Juez de Ejecución 
de Penas no efectúo ese control al decidir meramente 
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objetivado la petición de libertad condicional, control al que 
estaba llamado en cumplimiento del derecho fundamental del 
debido proceso, como eje central de garantía a los derechos 
involucrados en las decisiones como la libertad y la igualdad. 
  
Se puede decir, que en el caso que nos ocupa, de cara a la 
existencia de una Ley llamada a su fin, la 1121 de 2006, que 
este estamento se constituye en un remedio procesal creado, 
para que mediante la invocación de la Constitución Política, una 
persona pueda conjurar el riesgo inminente cuando en un 
asunto de su interés, aprecie que una norma que se va a aplicar 
a su caso contraría las normas constitucionales y, por tanto, 
espera que el resultado sea la inaplicación de esa norma a ese 
caso en particular, esto esperaba el señor LUIS FERNANDO 
BETANCOURT OTALVARO, que el Juez de ejecución de 
penas se apartara de la normativa restrictiva, en realce a la 
libertad pero lastimosamente no ocurrió. 
 
La excepción de inconstitucionalidad tiene su fundamento 
jurídico en el artículo 4 de la Constitución Política que establece: 
 
“La Constitución es norma de norma de normas. En todo caso 
de incompatibilidad entre la Constitución y la Ley u otra norma 
jurídica, se aplicarán las disposiciones Constitucionales” 
 
Es de resaltar que como se trata de un asunto particular, de la 
petición de libertad condicional que efectuó el señor   
BETANCOURT OTALVARO, la aplicabilidad de la excepción 
de inconstitucionalidad que se demanda, en el evento en que la 
norma legal o disposición reglamentaria se haya exceptuado por 
inconstitucional, esta no desaparece del ordenamiento jurídico; 
debido a que este control solo tiene efectos inter partes, se 
aplica únicamente para el caso en concreto y no anula la norma 
por ser contraria a la Constitución. 
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Véase que la excepción de constitucionalidad como parte del 
control de constitucionalidad fue creada con el fin de garantizar 
que el ordenamiento jurídico colombiano esté ajustado al 
Estado social y democrático de derecho y a la supremacía 
constitucional. Por ello su creación se produjo con el propósito 
de salvaguardar los postulados constitucionales de supremacía 
de la Constitución y así impedir que ese poder exorbitante 
observados en épocas pasadas, oscuras de nuestro país, 
reflejados en ese cruel artículo 26 de la ley 1121 de 2006, sea 
colocado al servicio de intereses diferentes de los de la 
comunidad, puesto que lo que se busca con el derecho a la 
libertad condicional, dentro de ese contexto de política criminal, 
por un lado  un modo de beneficiar a los internos que 
demostraban buen comportamiento en prisión, y en segundo 
lugar, siendo el eje central, el ofrecer una oportunidad más de 
resocialización, de integración pacífica y de oportunidad, a la 
sociedad, de quien en algún momento de su vida, tuvo la 
equivocada e infortunada decisión de cometer un error de 
características punibles. 
 
No es una situación oculta, no es un manto que cubre la 
realidad, y es que uno de los graves problemas que enfrenta 
nuestro país es la crisis del sistema penitenciario y carcelario, 
todos los días nuestros noticieros hablan de ello, tenemos 
graves problemas de hacinamiento, de quebrantamiento de los 
derechos humanos por esa sobrepoblación carcelaria y aunque 
no se puede desconocer los esfuerzos realizados para mejorar 
esta situación, las soluciones planteadas como son la 
expedición de la ley 1709 del 2014 en materia penitenciaria y 
carcelaria, donde flexibiliza las medidas preventivas, por 
consiguiente más acceso a subrogados penales como lo es en 
este caso la libertad condicional, pero no han dado los 
resultados buscados o requeridos porque no han sido 
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decisiones adecuadas o pertinentes por parte de los intérpretes 
del derecho, como lo son los jueces, que ante una prohibición 
abiertamente contraria al espíritu constitucional de garantía del 
derecho de libertad y la igualdad aplicada a todos, olvidan que 
las decisiones deben ajustarse a la norma de normas y dejan de 
lado aplicar la excepción de inconstitucionalidad negando la 
libertad condicional por mera apreciación objetiva. 
 
Es en este punto donde la libertad condicional como subrogado 
penal, hoy en día se comienza a analizar como una herramienta 
de política criminal en la crisis carcelaria y penitenciaria que vive 
nuestro país y es que el solo concepto de Libertad Condicional, 
sería suficiente para que los Jueces la concedieran y se 
apartasen en los casos en que existe prohibición legal por ser 
inconstitucional, véase como conceptos traídos por Oscar 
Ludueña colaborador de la real academia de jurisprudencia y 
legislación de España, ilustran en esa simple concepción la 
importancia de esta figura, garante de derecho fundamentales 
como el debido proceso, la libertad y la igualdad. 
 
Este doctrinante español enseña: “La libertad condicional es un 
concepto del Derecho Penal y Penitenciario fundamental para 
entender el mandato constitucional de la resocialización y 
reinserción del reo. Es una forma de seguir cumpliendo 
condena, pero en libertad, otorgando el Estado su confianza a 
quien ya está a punto de terminar su condena y quiere volver a 
ser parte activa de la misma” (Real academia de jurisprudencia 
– Oscar Ludueña) 
 
Nuestra Corte Constitucional en sentencia C- 806 de 2002 sobre  
la libertad condicional nos ilustra señalando: “el instituto de la 
libertad condicional es la resocialización del condenado, pues si 
una de las finalidades de la pena es obtener su readaptación y 
enmienda y está ya se ha logrado por la buena conducta en el 
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establecimiento carcelario, resultaría innecesario prolongar la 
duración de la ejecución de la pena privativa de la libertad” (6 
Sentencia Corte Constitucional C086 de 2002 M.P. Clara Inés 
Vargas Hernández) 
 
En este sentido, puede afirmarse que la libertad condicional es 
uno de esos logros del derecho penal, que busca evitar la cárcel 
a quien ya ha logrado su rehabilitación y por lo tanto puede 
reincorporarse a la sociedad, porque negárselo entonces al 
señor LUIS FERNANDO BETANCOURT OTALVARO, quien 
lleva más de las 3/5 partes de privación efectiva de la libertad, 
que ha mostrado una conducta ejemplar en el centro carcelario 
donde está recluido, que ha disminuido pena con estudio y 
trabajo, que se ha resocializado y quiere reintegrarse a la 
sociedad; porque quebrantar su derecho de libertad, derecho al 
que pueden acceder todos los condenados en igualdad, por la 
mera aplicación de una normativa restrictiva, que agrava la 
situación por la conducta punible por la que se le sancionó, 
cuando en estricto derecho constitucional y de debido proceso, 
es aplicable la excepción de inconstitucionalidad, en cabeza de 
los jueces, en este caso del Juzgado 02 Penal Especializado 
con Funciones de Conocimiento del Circuito de Medellín, 
llamado a desatar el recurso de alzada en vista de que el 
Juzgado 23 de Ejecución de Penas del Circuito de Bogotá no se 
detuvo a pensar en ello, por el facilismo en la decisión que 
ofrece negar las cosas amparados en un criterio objetivado de 
legalidad, que está por encima del derechos sustancial, la 
justicia y la equidad. 
  
Recordemos que el artículo 4 de nuestra constitución política 
señaló que “La Constitución es norma de normas. En todo caso 
de incompatibilidad entre ella y la ley u otra norma jurídica, se 
aplicarán las disposiciones constitucionales». En esos términos 
bien se puede entender que tal disposición establece la 
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supremacía constitucional, principio que implica reconocer a la 
Constitución Política como norma fundamental del Estado, 
otorgándole categoría de Ley suprema, poniéndola por encima 
de las demás normas, de las cuales constituye su fuente 
primaria, dentro de dicha supremacía, la Constitución se impone 
como el grado más alto dentro de la jerarquía de las leyes, de 
manera que el contenido de las normas jurídicas está limitado 
por ella. 
 
El derecho de libertad condicional, como componente del 
derecho de libertad, igualdad y por ende de exigencia 
constitucional a través del debido proceso deja ver que el 
legislador colombiano, al consagrar esta figura jurídica, ha 
considerado que si un condenado, no necesita de la privación 
física de la libertad para readaptarse a la sociedad, debe 
brindársele la oportunidad de cumplir con su condena mediante 
mecanismos que, sin dejar de ser eficaces, comporten una 
menor aflicción; dando esto cabida a los subrogados penales 
como lo es la libertad condicional evitando la permanencia de 
las personas en las prisiones, cuando son sentenciados y 
condenados a penas privativas de la libertad, buscando con 
estas medidas dar aplicación en concreto a una de las funciones 
declaradas de la pena como es la resocialización del 
sentenciado. 
 
La corte constitucional en sentencia C -194 2005 con ponencia 
del Magistrado Marco Gerardo Monroy expresa: “el juez de 
Ejecución de Penas le corresponde analizar el comportamiento 
desplegado por el penado, al interior del establecimiento 
carcelario, con relación a aspectos tales como trabajo, estudio, 
ocio injustificado, intentos de fuga o comisión de otros delitos 
con posterioridad a su condena, para así determinar las razones 
por las que considera que se debe otorgar o negar dicho 
beneficio, es decir prima la conducta observada dentro de la 
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reclusión, sobre la gravedad de la conducta punible”; gravedad 
de la conducta, que es el criterio esbozado motivadamente en 
el artículo 26 de la ley 1121 de 2006, para decir que no se 
concede la libertad condicional por el delito de extorsión, es 
decir, genera una doble sanción, se sanciona a futuro, pues 
cuando la persona condenada y efectivamente privada de la 
libertad, cumple sus 3/5 partes, y ha observado una buena 
conducta, se ha resocializado, ha estudiado, ha trabajado, ha 
formado un arraigo, y quiere la oportunidad de demostrarlo en 
sociedad, en libertad, se le niega el beneficio, como una nueva 
sanción que juzga la gravedad de la conducta, en contravía del 
pensamiento constitucional que realza el valor de la libertad, 
como se ve en el pensamiento del Dr. Marco Gerardo Monroy 
en la ponencia de su sentencia de constitucionalidad, por ello el 
Juez 23 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 
Bogotá debió apartare de aplicar el artículo 26 Ibidem, bajo la 
figura de la excepción de inconstitucionalidad de la que hemos 
hablado, el no hacerlo hecho infringió el debido proceso, como 
derecho fundamental de amparo y sus expresiones en el 
derecho a la libertad y la igualdad ante todos.  
 
Podemos decir en nuestro caso que ha de tenerse que siempre 
que un juez se encuentra ante una norma que contraría lo 
estipulado por la Constitución, éste tiene el deber de inaplicar 
dicha norma bajo la excepción de inconstitucionalidad 
realizando un trabajo argumentativo en el cual determine 
claramente que el contenido normativo de la regla resulta 
contrario a la Constitución Política, tal como lo hemos 
evidenciado aquí. 
 
Es importante resaltar aquí que nuestra constitución es norma 
de normas y tiene supremacía sobre la legislación ordinaria, 
como lo es la ley 1121 de 2006, así lo ha vista la Corte 
Constitucional cuando en sentencia C- 054 de 2016 señala: 
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“El principio de supremacía constitucional tiene una función 
jerárquica, lo cual conlleva dos consecuencias. En primer lugar, 
implica la imposibilidad de predicar en el orden jurídico normas 
que tengan un nivel superior a la Constitución. Esto implica, a 
su vez, que aquellas normas que hacen parte del bloque de 
constitucionalidad en sentido estricto, en los términos del inciso 
primero del artículo 93 C.P., alcancen el mismo nivel jerárquico 
de la Constitución, pero no una escala superior que la 
subordine, por lo que son disposiciones integradas más no 
superpuestas a la Carta Política. La segunda faceta de la 
función jerárquica es la de servir de parámetro para la validez 
formal y material de las normas que integran el ordenamiento 
jurídico. Las previsiones que conforman el contenido orgánico 
de la Constitución determinan el régimen de competencias para 
la producción normativa (por ejemplo, la cláusula general de 
competencia legislativa del Congreso de que trata el artículo 150 
C.P.), al igual que los aspectos esenciales que guían el 
procedimiento para dicha actividad de creación del derecho 
legislado, así como de los reglamentos. Estas disposiciones 
constitucionales conforman el marco de referencia para la 
validez formal de las normas jurídicas. En cambio, la validez 
material refiere al contenido concreto de la regla jurídica 
correspondiente y su comparación con los postulados 
constitucionales. Sobre este aspecto, el artículo 4º C.P. implica 
que en todo caso debe preferirse la vigencia sustantiva de la 
Constitución cuando entre en contradicción con el contenido de 
una norma jurídica de inferior jerarquía. Según lo han sostenido 
diferentes vertientes de la teoría del derecho, dicha 
compatibilidad no solo se predica de las previsiones 
constitucionales comprendidas como reglas, sino también de los 
principios, valores y postulados de moralidad política que dan 
sentido a la Carta Política. Precisamente, el ejercicio del control 
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de constitucionalidad es, ante todo, una comprobación acerca 
de la validez de las normas jurídicas.” 
 
Según los instrumentos internacionales de derechos humanos, 
las personas privadas de la libertad en establecimientos 
penitenciarios y carcelarios deben ser tratadas con el respeto 
que merece la dignidad propia de todo ser humano. En 
consecuencia, esas personas son titulares, en igualdad de 
condiciones, de los mismos derechos reconocidos a los demás 
miembros de la sociedad. 
 
Por bloque de constitucionalidad, en este asunto se pueden 
traer para interpretación e incluso aplicación, normativas  sobre 
la libertad condicional y la negación de la misma por criterios de 
legalidad objetiva, que están por encima de la justicia, la ley 
sustantiva y la equidad;  normativas de corte internacional, tales 
como las llamadas Reglas de Tokio, o Reglas mínimas de las 
Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad, 
adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/110, 
de 14 de diciembre de 1990,las cuales enseñan, que con el fin 
de asegurar una mayor flexibilidad, compatible con el tipo y la 
gravedad del delito, la personalidad y los antecedentes del 
delincuente y la protección de la sociedad, y evitar la 
aplicación innecesaria de la pena de prisión, el sistema de 
justicia penal establecerá una amplia serie de medidas no 
privativas de la libertad, desde la fase anterior al juicio hasta 
la fase posterior a la sentencia, entre ellas la libertad 
condicional. 
 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a instancia 
de su Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas 
de Libertad, emitió LOS Principios y Buenas Prácticas sobre la 
Protección de las Personas Privadas de Libertad en las 
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Américas, trayendo como talante fundamental como principio 
general y de trato humano que: 
 
 “Toda persona privada de libertad que esté sujeta a la 
jurisdicción de cualquiera de los Estados Miembros de la 
Organización de los Estados Americanos será tratada 
humanamente, con irrestricto respeto a su dignidad inherente, a 
sus derechos y garantías fundamentales, y con estricto apego a 
los instrumentos internacionales sobre derechos humanos.” 
 

En el principio No. 3 sobre Libertad Personal, numeral 4 
señala: 

 “Medidas alternativas o sustitutivas a la privación de libertad” 
Los Estados Miembros de la Organización de los Estados 
Americanos deberán incorporar, por disposición de la ley, una 
serie de medidas alternativas o sustitutivas a la privación de 
libertad, en cuya aplicación se deberán tomar en cuenta los 
estándares internacionales sobre derechos humanos en esta 
materia. 

Al aplicarse las medidas alternativas o sustitutivas a la 
privación de libertad, los Estados Miembros deberán 
promover la participación de la sociedad y de la familia, a fin 
de complementar la intervención del Estado, y deberán 
proveer los recursos necesarios y apropiados para garantizar 
su disponibilidad y eficacia.” 

En el principio No. 6 que habla sobre el Control judicial y 
ejecución de la pena, se indica:  

“El control de legalidad de los actos de la administración 
pública que afecten o pudieren afectar derechos, garantías o 
beneficios reconocidos en favor de las personas privadas de 
libertad, así como el control judicial de las condiciones de 
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privación de libertad y la supervisión de la ejecución o 
cumplimiento de las penas, deberá ser periódico y estar a 
cargo de jueces y tribunales competentes, independientes e 
imparciales. 

Los Estados Miembros de la Organización de los Estados 
Americanos deberán garantizar los medios necesarios para el 
establecimiento y la eficacia de las instancias judiciales de 
control y de ejecución de las penas, y dispondrán de los 
recursos necesarios para su adecuado funcionamiento.” 

Como punto final, a esta visión de protección constitucional, en 
la exigencia de la aplicabilidad de la excepción de 
inconstitucionalidad, en el fallo bajo el cual se le negó el derecho 
de libertad condicional al señor LUIS FERNANDO 
BETANCOURT OTALVARO, en ese sentido de contextualizar 
la ley ordinaria a los cambios y realidades que vive nuestro país, 
se hace interesante, ilustrativamente, traer a consideración 
algunos aspectos motivos del proyecto de ley por medio de la 
cual se humaniza la política criminal y penitenciaria”  a instancia 
de iniciativa legislativa del Ministerio de Justicia y del Derecho, 
recientemente radicado en el Congreso de la República, al 
señalar: 
 
“4.- Adopción de una tendencia al endurecimiento punitivo. 
Desde la expedición del Código Penal, se han expedido más de 
60 reformas legales orientadas, en su gran mayoría, al aumento 
de penas o creación de nuevos delitos. Esta tendencia no solo 
ha impactado la inflación punitiva en el Código Penal, sino que, 
en una relación de necesidad causa-efecto, ha repercutido en el 
aumento de personas privadas de la libertad en el sistema 
penitenciario y carcelario, al punto que se llegue a discutir que 
Colombia viene sufriendo una tendencia al mayor 
encarcelamiento, esto es, una versión adaptada en la realidad 
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nacional del fenómeno de encarcelamiento masivo que se sufrió 
en los Estados Unidos en las últimas décadas.  
 
5. Inexistencia de una perspectiva de derechos humanos. La 
tendencia al mayor encarcelamiento ha llevado al hacinamiento 
de los lugares destinados a la detención en el país. La 
sobrepoblación carcelaria ha mantenido el sistema penitenciario 
y carcelario en un estado de precarización en la oferta de bienes 
y servicios con destino a las personas privadas de la libertad. 
…. 
 
“Es, sin embargo, en la Sentencia T-762 de 201523 donde mejor 
se perfilan los fundamentos mínimos que deben gobernar la 
política criminal para que esta sea concordante con la 
Constitución Política y los compromisos internaciones del 
Estado en materia de Derechos Humanos. Entre estos 
fundamentos cabe destacar, por su relación con el presento 
proyecto, los siguientes: i) la fundamentación empírica debe 
guiar cualquier intervención legislativa, administrativa o judicial 
en materia penal; ii) debe haber coherencia entre las fases de 
la política criminal y las distintas medidas que se tomen; iii) el 
derecho penal debe emplearse como última medida del Estado 
para hacer frente a los conflictos entre las personas; iv) debe 
haber una racionalidad del uso de la prisión y debe incentivarse 
el uso de medidas distintas a la misma; v) el fin primordial de la 
política criminal debe ser el de buscar la resocialización de los 
condenados, y, vi) la política criminal debe proteger los 
Derechos Humanos de las personas privadas de la libertad” 
 
….. 
 
“Haciendo que la fundamentación empírica ocupe el espacio del 
conjunto de creencias, intuiciones y prejuicios —que sostenían 
la idea de seguir ampliando el sistema carcelario para que 
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pudiera seguir el ritmo de una política criminal autoritaria, 
costosa e inútil— y acatando con pleno convencimiento las 
órdenes constitucionales que rigen en esta materia, mediante el 
presente proyecto de ley el Ministerio de Justicia y Derecho 
propone una reforma legislativa que privilegiará alternativas de 
solución de conflictos menos costosas y más pacíficas y 
efectivas que el derecho penal, contribuirá al fortalecimiento de 
las medidas alternativas al encarcelamiento y ayudará a una 
mejor implementación de los derechos a la resocialización y al 
tratamiento penitenciario que tiene toda persona privada de la 
libertad en Colombia. Con ello, se dará un vuelco hacia una 
justicia más restaurativa que privilegie estrategias para el 
tratamiento de conflictos que permitan ambientar el ideal de paz 
total y se mejorará la resocialización de los penados, lo que 
disminuirá los efectos criminógenos de la prisión, humanizará el 
castigo penal y, en definitiva, contribuirá a superar el estado de 
cosas inconstitucional.” 
 
En este sentido y en cuanto a lo que se ha dicho sobre el 

derecho a la libertad como inherente al ser humano, tenemos 

que esta hace parte de los derechos humanos fundamentales 

que consagra la Constitución Política de 1991. De allí que se 

pueda afirmar que tales derechos son inherentes al ser humano: 

es decir, los posee desde el mismo momento de su existencia 

aún de su concepción y son anteriores a la misma existencia del 

Estado, por lo que están por encima de él.  

Fuerza concluir entonces, como lo ha venido sosteniendo la 

Corte Constitucional que “el carácter fundamental de un 

derecho no depende de su ubicación dentro de un texto 

constitucional, sino que son fundamentales aquellos derechos 

inherentes a la persona humana. La fundamentalidad de un 

derecho no depende sólo de la naturaleza del derecho, sino que 
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se deben considerar las circunstancias particulares del caso. La 

vida, la dignidad, la intimidad y la libertad son derechos 

fundamentales dado su carácter inalienable.” (Sentencia T -591- 

92) 

La libertad de locomoción es un derecho fundamental en 
consideración a la libertad, inherente a la condición humana, 
cuyo sentido más elemental radica en la posibilidad de transitar 
o desplazarse de un lugar a otro dentro del territorio del propio 
país, especialmente si se trata de las vías y los espacios 
públicos, este es el bien más preciado al que se limita a un 
condenado a pena privativa de la libertad, y es el que se 
pretende recuperar, luego de cumplir con la sanción y de 
adentrarse a una vida en sociedad. 
 
En sentencia C-328 de 2016, la Corte Constitucional 

refiriéndose a los derechos fundamentales de las personas 

condenadas señaló: 

“La Corte ha sostenido una línea jurisprudencial constante y 

uniforme que identifica los derechos fundamentales de los 

internos y los clasifica en tres grupos: Los derechos 

suspendidos: como consecuencia lógica y directa de la pena 

impuesta, lo cual tiene justificación constitucional y legal a partir 

del cumplimiento de los fines de la sanción penal. En este grupo 

se encuentran la libre locomoción y los derechos políticos como 

el sufragio, entre otros. Los derechos restringidos o limitados: 

por la especial situación de sujeción de los internos con el 

Estado, la cual se fundamenta en la contribución al proceso de 

resocialización del condenado, la garantía de la disciplina, 

seguridad y salubridad en las cárceles. Entre este grupo se 

encuentran los derechos a la intimidad personal y familiar, de 

reunión, de asociación, al libre desarrollo de la personalidad, la 
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libertad de expresión, al trabajo y a la educación entre otros. 

Debe aclararse que la validez constitucional de las limitaciones 

a estos derechos depende de la observancia de los principios 

de razonabilidad y proporcionalidad. Por último, se encuentran 

los derechos intocables o intangibles: es decir, aquellos 

conformados por los derechos fundamentales de la persona 

privada de la libertad que permanecen intactos, porque 

encuentran su fundamento en la dignidad del ser humano y no 

pueden ser limitados ni suspendidos, no obstante que su titular 

se encuentre sometido al encierro. Son ejemplos de aquellos la 

vida, la integridad personal, la dignidad, la igualdad, la salud, de 

petición y el debido proceso, entre otros.  En definitiva, la 

especial situación de sujeción entre los internos y el Estado 

generan fuertes tensiones sobre sus derechos, debido a que 

son penalmente responsables de cometer una conducta punible 

y han sido condenados a una pena de prisión, lo que les genera 

una suspensión y restricción de algunos de sus derechos. Sin 

embargo, aquellas garantías constitucionales inherentes a la 

dignidad del ser humano, permanecen intactas y el Estado está 

obligado a procurar su respeto y protección 

 

El artículo 34 de la Carta Magna, establece que en 
Colombia se prohíben entre otras la prisión perpetua, 
amparando con ello un derecho fundamental como es la 
libertad, puesto que la privación de esta siempre debe 
interpretarse de manera restrictiva, es una afirmación que 
se contiene en nuestra Legislación Nacional e incluso ha 
sido reconocida por Tratados Internacionales que han sido 
incorporados a la nuestra a través de lo que se conoce 
como Bloque de Constitucionalidad y que en todo caso 
establecen que en tratándose de sustraer la libertad de una 
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persona, el escenario dentro del cual se haga debe 
manejarse de la manera más limitada posible, así 
entonces, pretender que el procesado pague  de manera 
completa e intramural la pena a la que fue sentenciado sin 
darle la oportunidad de que se reincorpore a la sociedad y 
demuestre para bien un cambio fehaciente de vida, 
conlleva atribuirle una prisión perpetua. 
 
 
SOLICITUD 
 
Sírvase Señor Juez, conceder el recurso de Alzada ante la 
Segunda Instancia a fin de que estudie los fundamentos de 
hecho y de derecho que se plasman a lo largo de este 
escrito y en consecuencia conceda el beneficio que 
estamos deprecando para mi patrocinado.  
 
 
En estos términos dejo planteada la fundamentación del 

Recurso Vertical, en orden a que la Segunda Instancia, revoque 

la Providencia de fecha 03 de febrero de 2023 mediante la cual 

se niega el beneficio de Libertad Condicional del señor LUIS 

FERNANDO BETANCOURT OTALVARO de notas civiles y 

personales conocidas dentro de la actuación y en su lugar 

otorgue la LIBERTAD CONDICIONAL a favor de este 

procesado.  

 

 

 

ANEXOS 

Solicito respetuosamente se sirvan tener en cuenta la actuación 

surtida dentro del plenario.  
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Del Señor Juez 

Con toda atención, 

 

FRANCIA PAULINA GUERRERO BENAVIDEZ 

C. C 59.834.650 de Pasto 

T. P 108.294 C.S de la J 

Calle 17 No. 5 – 21 Oficina 201 - Bogotá DC 

Celular: 3138317757 

Correo electrónico franciaguerrerob@yahoo.com 
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Bogotá DC, 06 de marzo de 2023 

 

 

Señor:  

JUEZ VEINTITRES (23) DE EJECUCION DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTA 

D.C 

E.S.D 

 

REFERENCIA: Radicado 050016000000201900806 NI 

32158 seguido en contra de LUIS FERNANDO BETANCUR 

OTALVARO 

 

ADICION DE LA SUSTENTACION DEL RECURSO DE 

APELACION 

 

FRANCIA GUERRERO BENAVIDEZ, mayor y de esta 

vecindad, identificada como aparece al pie de mi 

correspondiente firma, abogada en ejercicio, en mi condición 

de apoderada del señor LUIS FERNANDO BETANCUR 

OTALVARO, persona que se encuentra condenada dentro 

del radicado de la referencia, por medio de este escrito y 

encontrándome dentro del término legal, me permito 

ADICIONAR LA SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE 

APELACION que oportunamente fuera sustentado por la 

suscrita, en los siguientes términos: 
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PRIMERO: Aclarar que el primer apellido de mi prohijado es 

BETANCUR y NO BETANCOURT como de manera 

equivocada se escribió por parte de la suscrita defensa debido 

a un error involuntario de transcripción. 

 

SEGUNDO: En razón a que en la sustentación inicial del 

recurso de Alzada se solicita a la Segunda Instancia que al 

momento de proferir la decisión que en derecho corresponda, 

se sirva REVOCAR EN SU INTEGRIDAD la Providencia de 

fecha 03 de febrero de 2023 mediante la cual se niega el 

beneficio de LIBERTAD CONDICIONAL y en consecuencia se 

otorgue de manera inmediata este subrogado a favor del 

señor LUIS FERNANDO BETANCUR OTALVARO; nos 

permitimos adjuntar a través de este memorial todos los 

documentos concernientes al arraigo individual, familiar y 

social que ostenta mi mandante, con lo cual se demuestra en 

primer término que es una persona que tiene una posición 

determinada dentro de la sociedad, cumpliendo así con el 

requisito que se contempla en el numeral 3 del Artículo 64 del 

Código Penal modificado por el artículo 30 de la ley 1709 de 

2014 que textualmente establece: “Que demuestre arraigo 

familiar y social. Corresponde al juez competente para 

conceder la libertad condicional establecer, con todos los 

elementos de prueba allegados a la actuación, la existencia o 

inexistencia del arraigo (…)”  y por otro lado que el condenado 

ha ejecutado todos y cada uno de los compromisos que la 

resocialización del sistema penitenciario exige, obsérvese que 

todo ello Señor Juez es señal inequívoca de la voluntad que 

siempre le ha asistido a mi patrocinado para ubicarse en el 

campo del arrepentimiento por los actos cometidos de cara a 

una resocialización plena con la comunidad, situación que se 

afianza con los diplomas que acreditan estudio en diferentes 
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áreas del conocimiento tales como el curso y aprobación de 

las siguientes áreas: 

 

✓ Programa MISION CARÁCTER, realizado en el año 2021 

✓ Caracterización y uso del controlador lógico 

reprogramable, dictado por el SENA 

✓ Aprendiz Digital 

✓ Implementación del sistema de gestión de la seguridad 

y salud en el trabajo 

✓ Manejo básico de la herramienta de hojas de cálculo 

Excel 

✓ Reconocimiento del reglamento técnico de instalaciones 

eléctricas – RETIE 

✓ Acciones de prevención en salud mental 

✓ Cocina internacional 

✓ Excel intermedio 

✓ Word básico 

✓ Actualización del sistema de gestión de seguridad y 

salud en el trabajo SG-SST 

✓ Conocimientos básicos de carpintería 

✓ Primeros Auxilios 

✓ Higiene y Manipulación de alimentos 

 

Todos los anteriores aportados por la defensa dentro de este 

escrito para que obren dentro del plenario y sean de 

conocimiento tanto de la Primera como de la Segunda 

Instancia al momento de desatar el recurso de Alzada. 

Ahora bien, la H. Corte Suprema de Justicia en 

pronunciamiento STP 15806-2019 radicado 107644 de fecha 

19 de noviembre de 2019 ha sido explicita en afirmar que 

“contemplada la conducta punible en su integridad, según lo 
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declarado por el juez que profiere la sentencia condenatoria, 

este es solo uno de los distintos factores que debe tener en 

cuenta el Juez de ejecución de penas para decidir sobre la 

libertad condicional, pues este dato debe armonizarse con el 

comportamiento del procesado en prisión y los demás 

elementos útiles que permitan analizar la necesidad la 

necesidad de continuar con la ejecución de la pena privativa 

de la libertad, como bien lo es, por ejemplo, la participación 

del condenado en las actividades programadas en la 

estrategia de readaptación social en el proceso de 

resocialización. 

Por tanto, la sola alusión a una de las facetas de la conducta 

punible, esto es, en el caso concreto, solo al bien jurídico, no 

puede tenerse, bajo ninguna circunstancia, como motivación 

suficiente para negar la concesión del subrogado penal 

Esto, por supuesto, no significa que el juez de ejecución de 

penas no pueda referirse a la lesividad de la conducta punible 

para valorarla, sino que no puede quedarse allí. Debe, por el 

contrario, realizar el análisis completo” 

Siendo la resocialización uno de los fines esenciales de la 

pena, con los documentos relacionados en precedencia 

demostramos que por parte del condenado se ha cumplido en 

toda su extensión con este tópico, pues el sistema 

penitenciario en armonía con la normatividad penal impone y 

facilita la realización con los medios adecuados para que los 

penados accedan y aprovechen al máximo los mecanismos de 

estudio y/o trabajo, no solo con fines de descuento punitivo 

sino también para que puedan aprender profesión u oficio que 

los prepare para la reinserción al seno de la sociedad, 

situación esta para la que el señor BETANCUR OTALVARO 

se halla mas que dispuesto. 
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De otro lado, igualmente contamos con los documentos 

pertinentes que acreditan que el señor LUIS FERNANDO 

BETANCUR OTALVARO tendrá un arraigo perfectamente 

determinado en la comunidad, para ello contamos con a) 

Constancia  suscrita por el alcalde de la localidad de San 

Cristóbal en la ciudad de Bogotá, la cual genera certificado de 

residencia para el señor BETANCUR OTALVARO en la Calle 

36K Sur# 4-50 Este, Manzana 7 Casa 4, dirección que 

corresponde a la Jurisdicción de la Alcaldía Local de San 

Cristobal en la ciudad de Bogotá, habida cuenta de que en 

esta ubicación tiene fijado su domicilio permanente el señor 

JOHN ARLEY ALVARADO RAMIREZ, identificado con C.C 

79.448.407 y mi prohijado vivirá en esta residencia en 

compañía del señor ALVARADO RAMIREZ y su núcleo 

familiar. b) Declaración Extra juicio No. 1360 rendida ante la 

notaría 54 del Círculo de Bogotá por el señor JOHN ARLEY 

ALVARADO RAMIREZ donde da cuenta primeramente que 

reside en la dirección anotada en la certificación expedida por 

el Alcalde Local de San Cristóbal en la ciudad de Bogotá y que 

conoce al señor LUIS FERNANDO BETANCUR OTALVARO 

quien se identifica con C.C 98.668.045, porque es su amigo y 

vivirá con JOHN ARLEY ALVARADO y su núcleo familiar en 

el domicilio anotado y que por la misma razón el declarante 

será garante del proceso de resocialización de mi defendido 

una vez le sea otorgada a este la libertad condicional, para lo 

cual dice el deponente, le apoyará para que lleve una vida 

acorde con el respeto por los derechos de la comunidad. 

Dice el señor ALVARADO RAMIREZ que se encuentra en 

condiciones económicas, psicológicas y espirituales para 

brindar todo el apoyo y hacerse cargo de su amigo LUIS 

FERNANDO BETANCUR OTALVARO. 
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c) Declaración Extra juicio No. 1359 rendida ante la notaría 

54 del Círculo de Bogotá por la señora SANDRA YANETH 

MENDOZA LOPEZ  donde da cuenta primeramente que 

reside en la dirección anotada en la certificación expedida por 

el Alcalde Local de San Cristóbal en la ciudad de Bogotá y que 

conoce al señor LUIS FERNANDO BETANCUR OTALVARO 

quien se identifica con C.C 98.668.045, porque es su amigo 

también en razón a que funge como esposa del señor JOHN 

ARLEY ALVARADO y mi prohijado residirá con ellos en el 

domicilio anotado y que por la misma razón la declarante será 

garante del proceso de resocialización de mi defendido una 

vez le sea otorgada a este la libertad condicional, para lo cual 

dice le apoyará para que lleve una vida acorde con el respeto 

por los derechos de la comunidad. 

Igualmente, la señora MENDOZA LOPEZ argumenta que se 

encuentra en condiciones económicas, psicológicas y 

espirituales para brindar todo el apoyo y hacerse cargo de su 

también amigo LUIS FERNANDO BETANCUR OTALVARO. 

d) Certificado de Tradición de Matrícula Inmobiliaria expedido 

por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 

Bogotá, Zona Sur, número de matrícula: 50S-40443823; d) 

recibo de servicio público (acueducto de Bogotá) que 

corresponde a la dirección: Calle 36K Sur# 4-50 Este, 

Manzana 7 Casa 4, en la ciudad de Bogotá.  

Así las cosas, señor Juez, tenemos que se halla plenamente 

establecido que el señor BETANCUR OTALVARO una vez le 

sea otorgada la libertad condicional, fijara su domicilio en la 

Calle 36K Sur# 4-50 Este, Manzana 7 Casa 4, en la ciudad de 

Bogotá, lugar donde residen sus amigos, la pareja 

conformada por JOHN ARLEY ALVARADO RAMIREZ y 

SANDRA YANETH MENDOZA LOPEZ quienes figuran 

como propietarios del inmueble descrito, según consta en la 
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anotación No. 9 del Certificado de Tradición de Matrícula 

Inmobiliaria expedido por la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Bogotá, Zona Sur, número de 

matrícula: 50S-40443823 y según se dice en las dos 

declaraciones extra juicio que también anexamos a este 

escrito de adición, domicilio refrendado con el 

correspondiente recibo de servicio público de agua donde se 

plasma la misma dirección.  

Ahora bien, el hecho de que el propio alcalde menor de la 

localidad de San Cristóbal, certifique primeramente que en 

efecto, el señor JOHN ARLEY ALVARADO RAMIREZ reside 

en dicha jurisdicción en la dirección ya dicha y que mi 

defendido también fijara su residencia allí, tal como se 

contempla en el último párrafo de la constancia, denota el 

interés que tiene BETANCUR OTALVARO de establecer un 

domicilio fijo, bajo el apoyo que en todo sentido le pueden 

dar sus amigos y propietarios de la casa, tal como estos lo 

afirman bajo la gravedad del juramento en las extra juicio 

rendidas ante Notario Público con todas las formalidades 

legales, como se puede observar.  

 

De esta manera se encuentran dadas todas las condiciones 

para que se otorgue la LIBERTAD CONDICIONAL a mi 

prohijado, conforme lo dicho tanto en el memorial de 

sustentación de la apelación que presentamos inicialmente 

como en esta adición, pues se cumple por parte de LUIS 

FERNANDO BETANCUR con todos los requisitos tanto de 

carácter objetivo como subjetivo establecidas en el artículo 

64 del Estatuto Penal.  
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SOLICITUD 
 
Sírvase Señor Juez, como se indicó en la primera 
sustentación, conceder el recurso de Alzada ante la 
Segunda Instancia a fin de que estudie los fundamentos 
de hecho y de derecho que se plasman a lo largo de este 
escrito y en consecuencia conceda el beneficio que 
estamos deprecando para mi patrocinado.  
 
 
En estos términos dejo planteada la adición de la 

fundamentación del Recurso Vertical, en orden a que la 

Segunda Instancia, revoque la Providencia de fecha 03 de 

febrero de 2023 mediante la cual se niega el beneficio de 

Libertad Condicional del señor LUIS FERNANDO 

BETANCOURT OTALVARO de notas civiles y personales 

conocidas dentro de la actuación y en su lugar otorgue la 

LIBERTAD CONDICIONAL a favor de este procesado.  

 

MEDIOS DE PRUEBA 

Solicito se tenga en cuenta los siguientes, en orden a 

demostrar arraigo plenamente acreditado del procesado, así 

como el cumplimiento a cabalidad con la resocialización al 

interior del centro de reclusión donde actualmente purga la 

pena privativa de la libertad impuesta y que corresponden a: 

 

CERTIFICADOS DE ESTUDIO 

✓ Programa MISION CARÁCTER, realizado en el año 2021 

✓ Caracterización y uso del controlador lógico 

reprogramable, dictado por el SENA 

✓ Aprendiz Digital 
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✓ Implementación del sistema de gestión de la seguridad 

y salud en el trabajo 

✓ Manejo básico de la herramienta de hojas de cálculo 

Excel 

✓ Reconocimiento del reglamento técnico de instalaciones 

eléctricas – RETIE 

✓ Acciones de prevención en salud mental 

✓ Cocina internacional 

✓ Excel intermedio 

✓ Word básico 

✓ Actualización del sistema de gestión de seguridad y 

salud en el trabajo SG-SST 

✓ Conocimientos básicos de carpintería 

✓ Primeros Auxilios 

✓ Higiene y Manipulación de alimentos 

 

DOCUMENTOS DE ARRAIGO 

✓ Certificación suscrita por el alcalde local de San 

Cristóbal en la ciudad de Bogotá, de fecha 03 de marzo 

de 2023. 

✓ Declaración Extra juicio No. 1360 rendida ante la 

Notaría 54 del Círculo de Bogotá y suscrita por el señor 

JOHN ARLEY ALVARADO RAMIREZ, de fecha 03 de 

marzo de 2023. 

✓ Declaración Extra juicio No. 1359 rendida ante la 

Notaría 54 del Círculo de Bogotá y suscrita por la señora 

SANDRA YANETH MENDOZA LOPEZ, de fecha 03 de 

marzo de 2023. 

✓ Certificado de Tradición y Matrícula Inmobiliaria No. 

50S-40443823 expedido por la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Bogotá, Zona Sur.  
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✓ Recibo de Servicio Público de Acueducto que 

corresponde a la dirección Calle 36K Sur# 4-50 Este, 

Manzana 7 Casa 4, en la ciudad de Bogotá.  

 

 

ANEXOS 

Me permito anexar los documentos relacionados en el acápite 

de pruebas. 

Del señor Juez 

Cordialmente, 

 

FRANCIA PAULINA GUERRERO BENAVIDEZ 

C. C 59.834.650 de Pasto 

T. P 108.294 C.S de la J 

Calle 17 No. 5 – 21 Oficina 201 - Bogotá DC 

Celular: 3138317757 

Correo electrónico franciaguerrerob@yahoo.com 

 

 

 

mailto:franciaguerrerob@yahoo.com
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